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RAZÓN DE RELATORÍA

Vista la Causa 03140-2010-PC/TC por la Sala Primera del Tribunal Constitucional y
habiéndose producido discordia entre los magistrados que la integran, Beaumont
Callirgos, Calle Hayen y Urviola Hani, se ha llamado para dirimida al magistrado
Vergara Gotelli, quien se ha adherido al voto de los magistrados Beaumont Callirgos y
Calle flayen, con lo cual se ha alcanzado mayoría.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los 2 1 días del mes de julio de 2011, la Sala Primera del Tribunal
Constitucional, integrada por los magistrados Vergara Gotelli, Beaumont Callirgos y

Calle Hayen, pronuncia la siguiente sentencia

ASUNTO

El recurso de agravio constitucional interpuesto por doña María Gaudiosa
Querzola Villacorta Vda. de Negrón contra la resolución expedida por la Quinta Sala
Civil Corte Superior de Justicia de Lima, su fecha 1 de junio de 2010. que declaró
improcedente la demanda de autos.

ANTECEDENTES

Con fecha 17 de diciembre de 2009 doña Mar'. Gaudiosa Querzola Villacorta
Vda. de Negrón, por derecho propio y en repres tación de doña María Georgina
Negrón Muñoz y don Fernando Negrón Querzola, .nterpone demanda de cumplimiento
contra el alcalde de la Municipalidad de Lit 	 Metropolitana, don Luis Castañeda
Lossio, para que emita el acto administrativo e pago de la indemnización producto de
la confiscación que se realizó sobre los tern os de propiedad de la Sociedad Conyugal
Negrón-Querzola para construir la ave 'da Universitaria. Alega que el despojo se
realizó sin el proceso de expropiación ispuesto en el artículo 125 de la Constitución
Política del Peru de 1979, vigente al momento de los hechos; es decir, sin la existencia
de una ley y sin el pago previo de la indemnización justipreciada; aduce que por ello
inició elifi .'reto de 1993 un proceso destinado a que se le pague la indemnización
justiprectiy respondiente, el que concluyó con la sentencia suprema de fecha 23 de
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abril de 2009 disponiéndose el pago de US$ 502.500.00 como indemnización por el
despojo de los terrenos. Añade que aun cuando se ha requerido el pago por carta
notarial, este no se ha efectuado, no habiendo recibido respuesta de parte de la
Municipalidad demandada.

El Juez del Sexto Juzgado Especial en lo Constitucional de la Corte Superior de
Justicia de Lima, mediante resolución de fecha 21 de diciembre de 2009 (fojas 14),
declara improcedente liminarmente la demanda por considerar que el demandante debe

ki,°1 \ \jpedir el cumplimiento de lo ordenado en sede judicial. A su turno, la Quinta Sala Civil
de la Corte Superior de Justicia de Lima confirma la apelada por similares fundamentos.

FUNDAMENTOS

La delimitación del petitorio y la posibilidad de un pronunciamiento de fondo y
conversión de/proceso de cumplimiento en uno de amparo

1. En el presente proceso, entre los recurrentes, se encuentra doña María Gaudiosa
Querzola Villacorta, viuda de don Alberto Genaro Negrón Fernández, quien a la
fecha de interposición de la presente demanda; el 17 de diciembre de 2009, tenia
más de 80 años de edad y solicita, por la vía del proceso de cumplimiento, que la
Municipalidad Metropolitana de Lima cumpla lo dispuesto en el artículo 125.° de la
Constitución de 1979, reproducido en lo que corresponde en el artículo 702 de la
Constitución Política del Perú (1993), que establece el pago previo de la
indeninizaeiój4stipreciada en caso de expropiación; y que, consecuentemente, se
le abone el total de US$ 502,500.00 o su equivalente en moneda nacional conforme
a lo dispuesto mediante sentencia emiti	 la Sala de Derecho Constitucional y
Social de la Corte Suprema de Justicia de la epública (Expediente N.° 2322-2008)
de fecha 23 de abril de 2009.

2 Ante todo es claro que el petitorio 	 se condice con la vía proceditnental que
utilizan los accionantes. Y ello porq 	 en él se plantea una demanda de
cumplimiento, señalando que se ti e 	 derecho al pago previo del justiprecio
producto de la expropiación que a significado la pérdida de su propiedad cuyo
valor ha sido estipulado en s tencia judicial emitida en el marco de un proceso
sobre indemnización instau do por Alberto Genaro Negrón Fernandez (quien
falleció en el decurso del proceso al aludido). Sin embargo, el inciso 6) del artículo
200.° de la Constitución Política del Perú, concordante con el artículo 66.° del

igo Procesal Constitucional, establece que el proceso de cumplimiento procede
a cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar una norma legal o un acto
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administrativo. En consecuencia, este proceso procede cuando se ha producido
omisión, mora, letargo, inercia o inactividad de un órgano público para cumplir con
un mandato establecido en la ley o un acto administrativo y siempre que el
mandamus cumpla con los requisitos mínimos establecidos en la Sentencia 00168-
200517C/TC, emitida por este Tribunal Constitucional y que constituye precedente
vinculante; en este sentido, dada la naturaleza jurídica del proceso de cumplimiento,
y acorde con lo estipulado en el inciso I) del artículo 70.° del Código Procesal
Constitucional, no resulta idóneo para pretender la ejecución de lo resuelto en una
sentencia judicial.

En este marco e/ Tribunal Constitucional, como parte de su función ordenadora y de
pacificación del ordenamiento constitucional, emitió la STC N.° 0168-2005-PC/TC,
:que sienta jurisprudencia sobre la procedencia de las demandas en este tipo de
:procesos. En ella se expresó, entre otras cosas, dentro del fundamento 12, que "(.)
para la procedencia del proceso de cumplimiento, además de acreditarse
renuencia del funcionario o autoridad pública deberán tenerse en cuenta las
características mínimas comunes del mandato de la norma legal, del acto
administrativo y de la orden de emisión de una resolución o de un reglamento, aun
de que el proceso de cumplimiento prospere, pue.vto que de no reunir tales
características, además de los supuestos contemplados en el artículo 70.0 del
Código Procesal Constitucional, la vía del referido proceso no será la idónea". Y
respecto a los requisitos mínimos comunes del cumplimiento, se enuncian en el
fundamento 14 las cinco condiciones genéricas y las dos adicionales para los actos
administrativos.

4 Como se puede observar, en e/ caso de al' s la demanda debería ser declarada
improcedente, tal como lo determinó el ju ador de segunda instancia, puesto que,
desde el punto de vista formal, ésta o cumple con los requisitos exigidos
legalmente. Como se ha indicado la p tensión del recurrente no está estrictamente
relacionada con /a vía procedimenta tilizada en la demanda. Pero/ lo que se puede
y debe determinar es si b Ad .nistración o, en todo caso, el órgano judicial
correspondiente, está actuando e manera correcta, porque subyace al petitorio la
posible existencia de una esencia de tutela del derecho al pago previo del
justiprecio por la expropiaciim que se encuentra reconocido en la Carta Magna y que
ha merecido la emisión d la normativa legal correspondiente para su concreción.
Así, en concordancia co' lo dispuesto por los artículos 3.° y 43.° de la Constitución,
que definen al pais •omo un Estado social y democrático de derecho, hacen

sible que en ví jurisprudencia' se encuentre la respuesta a una problemática
la expuesta por los demandantes.



6. Entonces, atendiendo a tales consideraciones, se debe convertir en amparo la
presente demanda de cumplimiento y resolver inmediatamente el caso concreto.
La urgencia de la protección para la recurrente torna imperativo resolver el caso de
esta manera. Asimismo, es importante, como parte de la autonomía procesal, aceptar
la posibilidad de esta reconversión, pues esta es la única forma en que se podrán
proteger adecuadamente derechos de las personas. El sustento que legitima esta
actuación ha sido muy diverso en la jui. ncia constitucional. En efecto, en
asentada jurisprudencia (cfr. Fundamentos I	 ss. de la STC 3674-2007-PA/TC;
fundamento 4 de la STC N.° I 052-2006-PH P/TC, fundamentos 3 y ss. de la STC
N.° 4080-2004- AC/TC) se ha señalado q esto se basa en el principio jura novit
curia, previsto en el articulo VII del	 digo Procesal Constitucional, pues esta
norma no solo tutela la eficacia de os derechos sustantivos, sino también los
adjetivos, lo cual iría de la man 	 con	 la suplencia de queja, figura recogida
jurisprudencialinente en la STC	 0569-2003-AC/TC. Lo que sí no es posible
negar es que, como bien se apr cm en los fundamentos 5 y 6 de la STC N.° 4080-
2004-AC/TC, "fila finalicla de los procesos constitucionales no solo y es de
defensa de concretos der has subjetivos, sino también la tutela de los valoras
objetivos de la Constit ción. Como antes lo ha señalado este Colegiado, los

dios .1iindamental no sólo tienen una dimensión subjetiva [esto es, no valen
como derechos ubjenvosf sino también una dimensión objetiva, puesto que
fluyen el ord material de valores en los cuales se sustenta el ordenamiento
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En efecto, en la STC N.° 3149-2004-AC/TC, dentro del fundamento 11, se ha dicho
que la concreción del modelo de Estado social y democrático de derecho "(..)
requiere de una colaboración permanente entre todos los poderes públicos y, de
modo especial, de la Jurisdicción, poder premunido por excelencia de potestades y
competencias para hacer realidad los mandatos de la Constitución y la ley en cada
caso concreto. En este sentido dada la trascendencia del tema que se resuelve, se
hará uso de las técnicas resolutivas y las facultades que la doctrina y el
ordenamiento permiten, para dejar un mensaje claro a todos aquellos funcionarios
o poderes públicos que no sólo desconocen el sistema legal imperante, sino que
desalientan la instauración de un modelo de convivencia civilizada a partir de la
Constitución. La edificación de una cultura constitucional es también objetivo y
compromiso de este Colegiado con la sociedad peruana, a la que debe su mandato".
Este planteamiento aplicado al caso concreto, que involucra a una persona que
efectivamente se encuentra en situación de riesgo para su vida, dada su avanzada
edad, obliga a buscar, de manera extraordinaria, una fórmula especial para suplir la
deficiencia de la vía procedimental escogida.
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constitucional (cf. STC	 0976-2001-AA/TC, 0964-2002-AA/TC, 0858-2003-
AA/TC entre otras). Esta es quizá la nota más saltante en lo que hace a las
diferencias entre Estado liberal decinzonónico de derecho y Estado social y
democrático de derecho: el valor objetivo de la Constitución, que en determinados
supuestos opera incluso como limite o condicionante de las libertades y derechos
individuales". En este contexto, el juez constitucional constituye una especie de
mediador entre estos valores constitucionales y los derechos y libertades que la
misma norma garantiza, a efectos de lograr una prudente ponderación entre ellos y
hacer posible la democracia constitucional con plena eficacia y vigencia de los
derechos fundamentales.

7 Y si bien una actuación de este tipo podría llegar a considerarse vulneradora de
principios procesales como el dispositivo (las partes son las únicas que determinan
los términos en que debe pronunciarse el juez) o el de congruencia (la decisión de
un tribunal debe estar directamente vinculada a la pretensión planteada por las
partes), o de derechos fundamentales 	 como el de defensa (posibilidad de
contradictorio), el Tribunal Constitucional considera, sobre la base de los
argumentos antes vertidos, que la búsqueda real de protección de derechos es el
fundamento básico del proceso constitucional, sobre todo en situaciones concretas
tan extremas como la advertida en el presente caso, en que el justiciable no
encuentra una respuesta satisfactoria a sus reclamos.

8 Así, a partir de la STC N.° 4080-2004-AC/TC, fundamento 8, "Este Colegiado
considera que [los] principios, que inspiran el proceso civil, no pueden ser
comprendidos en los mismos términos	 s procesos constitucionales. En todo
caso, el limite en la adecuación de •s 	 risiones al derecho aplicable se sujeta a
la necesidad de defensa que debe • erar irreductiblemente respecto de las
alegaciones o causa petendi que han •tanteado las partes. Si en la adecuación del
petitorio no se afecta el derecho ti defensa de la parte emplazada, el Tribunal no
habrá sobrepasado sus límites de actuación permitidos por el ordenamiento
jurídico". En tal entendido, I « base es que se tendrá que tratar de encontrar la
pretensión que subyace al re serimiento de justicia de la parte demandante, como es
el derecho al pago previo del justiprecio por concepto de indemnización por la
expropiación. El fundam• to 9 de la SIC N.° 0569-2003-AC/TC ha sido bastante
claro al respecto: '(.) ando se trate del aforismo iura novit curia, este Tribunal,
al ap icar el derecho las cuestiones debatidas, buscará no alterar ni sustituir las

siones y hechos fácticos que sustentan la demanda y resulten acreditados en
eso".
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9. Entonces, cuando una demanda ha sido mal planteada, pese a que el Tribunal está
autorizado a disponer la nulidad de los actuados y el reencausamiento de la
demanda, también puede disponer la reconversión de un proceso constitucional en
otro, si es que las circunstancias así lo ameritan. Éste se puede dar, tal como lo ha
ido reconociendo nuestra jurisprudencia (efi:. fundamentos 5 de la SIC N.° 0249-
2005-PC/TC, 4 de la SIC N.° 1052-2006-PIID/TC, 8 de la SIC N.° 4080-2004-
AC/TC y 5 de la STC N.° 2763-2003-AC/TC), bajo ciertas premisas, a saber: (i) que
los jueces de ambos procesos tengan las mismas competencias funcionales (tanto el
amparo como el habeas data y el cumplimiento son tramitados por jueces
especializados en lo civil, tal como se establece para el primero en el articulo 51.°
del Código Procesal Constitucional, y se extiende para los otros dos en los artículos
65.0 y 74Y del mismo cuerpo normativo); (ji) que se mantenga la pretensión
originaria de la parte demandante	 (sólo se podrá admitir la conversión si la
pretensión planteada en la demanda es respondida por el juzgador a través de la
sentencia que va a emitir); (iii) que existan elementos suficientes para determinar la
legitimidad para obrar activa y para poder resolverse sobre el fondo del asunto (que,
siguiendo el contenido del articulo 9.° del Código Procesal, no deban actuarse
pruebas adicionales en el proceso, el mismo que debe ser resuelto con las
herramientas que el mismo expediente brinda): (iv) que se estén cumpliendo los
fines del proceso constitucional (si bien se estaría yendo en contra del cauce normal
de un proceso, la autonomía procesal y el principio de informalidad que rige este
tipo de proceso, además de los principios de dirección judicial del proceso, pro
actione y economía procesal, previstos en el articulo III del Título Preliminar del
Código Procesal constitucional, autorizan a canalizar la búsqueda de justicia, corno
valor supremo de /a Constitución, a través de la judicatura constitucional): (y) que
sea de extrema urgencia la necesidad de pronunciarse (es cierto que la búsqueda
natural de protección de quienes reclama	 uardo de un derecho a través de un
proceso constitucional hace que este se conv 	 rta en un proceso de tutela urgente,
toda vez que se consideran improcedent	 las demandas cuando existan vías
procedimentales específicas, tal como lo e 	 esa el artículo 5.°, inciso 2, del Código
Procesal Constitucional, pero en los cas de reconversión se hace necesario que el
caso no sea solo apremiante, sino, ad ás, que sea considerablemente perentorio e
inminente, elemento que ha quedad 	 claramente establecido en el fundamento 5 de
la STC N.° 2763-2003-AC/TC); 	 (vi) que exista predictibilidad en el fallo a
pronunciarse (se considera que i el juzgador es consciente del tipo de fallo a
emitirse,	 ese a que existe un rror en la tramitación de la demanda, debe ordenar
su con	 n, tal como se ha ejado sustentado en la STC N.° 0249-2005-PC/TC).
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10. Solo cuando concurran copulativamente tales requisitos, el Tribunal se encontrará
autorizado para reconducir a una vía procedimental más acorde la petición del
recurrente y dejar de lado el proceso inicial. En el caso concreto, tal como se ha ido
expresando, se reconvertirá el proceso de cumplimiento en uno de amparo, pues se
han cumplido a cabalidad las condiciones antes señaladas, evidenciándose la
necesidad de que el presente proceso sea resuelto de forma oportuna y efectiva,
sobre todo tornando en consideración, tal como se ha venido insistiendo, que el
recurrente, ha solicitado el pago completo y previo del justiprecio producto de la
indemnización resuelta en sede judicial por la expropiación de su propiedad, y que a
la fecha tiene más de 81 años de edad.

11 Finalmente y en lo concerniente a la conversión del presente proceso, se aprecia un
asunto constitucionalmente relevante: la omisión de pronunciamiento del juez de
ejecución del proceso de indemnización respecto del derecho al pago previo del
justiprecio por causa de la indemnización por expropiación de la propiedad de los
recurrentes. Al respecto. conforme a la jurisprudencia de este Tribunal (Cfr. STC
N.° 4587-2004-AA/TC), en algunos casos es posible emitir pronunciamiento sobre
el fondo, aun cuando la demanda haya sido declarada improcedente in Ihnine por las
instancias inferiores. Para evaluar la procedencia de tal decisión se tiene que tomar
en cuenta si se afectan los derechos de la parte contraria que, al no haber contestado
la demanda, podría quedar en estado de indefensión ante una sentencia adversa; la
intensidad de la afectación en el ámbito de sus derechos como producto de la
decisión del Tribunal; la importancia objetiva del caso; los perjuicios que se podrían
generar al recurrente por la demora en un pronunciamiento sobre el fondo; y el
hecho de que el demandado, por lo menos, se haya apersonado al proceso y
contestado la demanda, de ser el caso.

de precisar que ante la presencia
'do proceso, es posible condicionar la

rtes en el amparo, puesto que las
r, esencialmente. se centran en colaborar

o criterios de interpretación en torno al
os derechos fundamentales cuya afectación se

-AA/TC). No obstante lo expuesto, en el caso de
e de igual forma no se requiere la participación del

de indemnización originario, en tanto se aprecia la
speelo de su derecho constitucional; constituyendo un

de iure, siendo innecesaria e irrelevante para los fines de
sa la existencia previa de cualquier alegación o defensa del

12. Este Tribunal Constitucional ha tenN4 la ocasi
de afectaciones formales y sustanciales al de
naturaleza de la participación de las
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s Ver a presente c.4
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órgano judicial, pues de lo que se trata es de una omisión del deber de protección del
derecho constitucional de los recurrentes, que se evidencia a partir de la
consignación parcial y "en cuotas" que la Municipalidad de Lima Metropolitana
viene efectuando a través del Banco de la Nación, y que no ha merecido
contradicción alguna por el 38.° Juzgado Civil de Lima atendiendo a su condición
de garante de la Constitución y ejecutor de una sentencia que ha pasado en autoridad
de cosa juzgada.

Por lo tanto, el Tribunal Constitucional estima que tiene competencia para analizar
el fondo de la controversia.

La dimensión constitucional del derecho al pago previo por la expropiación y su
configuración legal

Para abordar el derecho constitucional al pago previo del justiprecio por causa de
expropiación, es necesario recalcar que este se imbrica intensamente con el derecho
de propiedad, consagrado en los incisos 8) y 16) del artículo 2.° de la Constitución,
concibiéndosele como el poder jurídico que permite a una persona usar, disfrutar,
disponer y reivindicar un bien. Así, la persona propietaria podrá servirse
directamente de su bien, percibir sus frutos y productos, y darle destino o condición
conveniente a sus intereses, siempre que ejerza tales actividades en armonía con e/
bien común y dentro de los límites establecidos por la ley; e incluso podrá
recuperarlo si alguien se ha apoderado de él sin derecho al uno.

Ahora bien, nuestra Constitución reconoce a la propie 	 no solo como un derecho
subjetivo (derecho individual), sino también 	 co o una garantía institucional
(reconocimiento de su función social). Se trata en efecto, de un "instituto"
constitucionalmente garantizado. Sin embargo 	 oportuno señalar que el derecho a
la propiedad no es ni puede ser en modo alg o absoluto, debido a que, al igual que
otros derechos y libertades que dignifican ser humano, la propiedad se encuentra
sujeta a las limitaciones impuestas por e interés general.

15. Este Tribunal, en la sentencia rec a en el Exp. N° 00031 -2004-P1, refirió que la
expropiación "consiste en un ac de derecho público por el cual e/ Estado priva
coactivamente a un particula o a un grupo de ellos, 	 de la titularidad de un
determ. do bien. Para ello s preciso que el Poder Legislativo lo declare mediante
Ley <br la base de la existencia de una causa real y apremiante de seguridad o
n	 sida nacional".
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Estando a lo dicho, la privación del derecho de propiedad como consecuencia del
ejercicio de la potestad expropiatoria del Estado no es una limitación en el ejercicio
de éste, sino SU sacrificio su anulación. Lo señalado es relevante toda vez que la
expropiación, a diferencia de una limitación, afecta el núcleo duro de la propiedad
teniendo como efecto la indemnización, motivo por el cual su eficacia está
condicionada al pago previo en efectivo de la indemnización que corresponda. En
concordancia con lo hasta aquí manifestado, el artículo 70° de la Constitución (y el
artículo 125°, de la Constitución de 1979, en lo que corresponde) prescribe que el
ejercicio de la potestad expropiatoria debe I) obedecer a exigencias de seguridad
nacional o necesidad pública; 2) estar sujeto a una reserva de ley; y, 3) suponer la
obligación del Estado de pagar previamente y. en efectivo, la indemnización
justipreciada que compense el precio del bien materia de expropiación.

Desde la dimensión procesal, es constitucionalmente necesario que se establezca un
procedimiento que permita determinar definitivamente cuál es el monto de la
indemnización justipreciada, por lo que en circunstancias ordinarias, el manciamus
relativo al pago previo a que se refiere el artículo 70° de la Constitución Política del
Perú (antes 125.° de la Constitución de 1979) se constituye en tal atendiendo a lo
estipulado en la norma que regula el proceso de expropiación, en el que, para que
ésta sea legítima, tiene que respetarse el derecho al debido proceso del titular del
derecho de propiedad (cfr. fundamento 10 de la STC 5614-2007-PA/TC). Así, este
Tribunal también ha señalado en su jurisprudencia (fundamentos 11.6 y 12 de la
STC 5614-2007-PAITC) que el Estado se encuentra obligado a pagar previamente
una indemnización justipreciada que incluya el precio del bien expropiado y la
compensación por el eventual perjuicio, cu a su vez, debe ser establecida en el
procedimiento expropiatorio. Sólo a rav 	 del mencionado desembolso, la
expropiación podrá considerarse 	 válida • tanto sacrificio del derecho a la
propiedad. En consecuencia, el Estado est en la obligación de indemnizar en forma
previa, plena y completa al titular del d echo de propiedad privada, por el daño que
no tenía el deber de soportar, toda ez que las entidades de la Administración
Pública están obligadas a cumplir • deber constitucional de respetar el derecho de
propiedad y, por ende, los cau 	 constitucionales para su excepcional sacrificio.
Esto viene a significar que cundo el Estado requiera terrenos, o bienes inmuebles,
como en el presente caso, debe obrar con sujeción al principio de legalidad y al
derecho al debido procedimiento para que pueda expropiarse; en el caso contrario,
no será constitucional su proceder. De lo señalado se advierte que la determinación

(

- justiprecio a través de un debido procedimiento consolida la determinación
ivada de la regla establecida en el artículo 70.° de la Constitución Política del
ado (antes 125.° de la Constitución de 1979) en consecuencia, en el ámbito de lo
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expropiable está proscrita la apropiación del patrimonio (propiedad) de una persona,
de parte del sujeto activo (Estado), sin causa constitucionalmente válida, sin
procedimiento establecido por la ley y sin el pago previo de la indemnización
justipreciada y, de ser el caso, la compensación por el daño usado.

18 Sobre la forma en que debe realizarse el pago del justiprecio, lo importante es el
respeto por el valor de la propiedad y el momento de su realización. En lo que se
refiere a la norma que debió aplicarse al procedimiento de expropiación en el
presente caso —la realización de la obra del tramo de la avenida Universitaria,
construida sobre el bien de propiedad de don Alberto Genaro Negrón Querzola y
entregada por 1NVERMET a la Municipalidad Metropolitana de Lima en 1992
(conforme se aprecia del considerando tercero de la Resolución de la Sala de
Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República de
fecha 23 de abril de 2009)— se tiene que es en el Decreto Legislativo 313, vigente al
momento de ocurridos los hechos, donde se regulaba el procedimiento
correspondiente.

19. Ahora bien, el Decreto Legislativo 313, en lo pertinente para el presente caso,
establecía que:

La indemnización justipreciada comprende el valor objetivo del bien o bienes que
se expropian y la reparación que el sujeto activo de la expropiación debe abonar
en caso de acreditarse jehaeientemente daños y per'uicios para el sujeto pasivo
originados inmediata, directa y exclusivam e por la naturaleza ferrosa de la
transferencia (articulo 13);

el valor objetivo se determinará mediante la asación o valuación conforme al
Reglamento General de Tasaciones del Per del bien o bienes que se expropian, a
la .jécha de vigencia de la Resolución ;reina que dispone la ejecución de la
expropiación (articulo 14);

la consignación de la ¡piden
efectuará necesariamente, en

ción justipreciada, debidamente actualizada se
oneda nacional (Articulo 21);

el su etc activo de la ex,ro ,iación deberá constnar en el BUI2 'O de/a Nación a la
orden del jifzwdo la indemnización Justiada dentro del décimo día útil de
consentida o eiecutoriada la sentencia (artículo 40);

eneldo el plazo fijada por el articulo 40, si no se hubiere realizado la
consignación, se tendrá por abandonado el procedimiento y por caducado y sin
efecto la Resolución Suprema correspondiente, no pudiendo disponerse
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nuevamente la expropiación del mismo bien por la mismo causa, sino después de
cuatro años de dicho vencimiento (articulo 55);

Por su lado, el reglamento del Decreto Legislativo 313, aprobado por Decreto
Supremo N.° 047-85-PCM, establecía que "el sujeto activo de la expropiación
deberá consignar el monto establecido en la sentencia dentro de los 10 días útiles
señalados por el artículo 40 de la Ley considerándose con este acto cumplido lo
dispuesto en dicho artículo y sin aplicación lo dispuesto por el artículo 55 de la
Ley" (artículo 36).

20. A modo ilustrativo conviene verificar las normas relevantes para la evaluación del
caso de autos que se encuentran vigentes actualmente, como las contenidas en la
Ley General de Expropiaciones N.° 27117, que establece que:

2. La expropiación consiste en la transferencia forzosa del derecho de propiedad
privada, autorizada únicamente por ley expresa del Congreso en favor del Estado,
a iniciativa del Poder Ejecutivo, Regiones o Gobiernos Locales y previo pago en
efectivo de la indemnización justipreciada que incluya compensación por el
eventual perjuicio;
15.1 La indemnización justipreciada comprende el valor de tasación comercial
debidamente actualizado del bien que se expropia y la compensación que el sujeto
activo de la expropiación debe abonar en caso de acreditarse filiacientemente
darlos y perjuicios para el sujeto pasivo originados inmediata, directa y
exclusivamente por la naturaleza forzosa de la transferencia.
15.2. La entrevea 	 total del monto de la indemnización justipreciada, se

uará en dinero un, vez transetranscurrido el lazo ara la contestación de la
demanda	 la contestación	 reconvención	 •u corr sond.. En caso de
oposición del sujeto activo a la compensacto el sujeto pasivo deberá otorgar
garantía real o fianza bancaria por la dijere • c a existente entre su pretensión y la
del Estado.
15.3. Lie indemnización justipreciada r podrá ser inferior al valor comercial
actualizado conforme a lo dispuesto el el Artículo 16 de la presente Ley; ni podrá
exceder de la estimación del sujeto	 .vivo;
20.1. El
	 Io sor el valor de laación comercial actualizada se efectuará con la

interposición de la demanda.

La legislación vigente ha normado incluso la facilitación del trato directo para
efectivizar el pago previo de la indemnización justipreciada y la compensación y,
en su defecto, la posibilidad de que el sujeto activo acuda a la vía arbitral, a

d del sujeto pasivo, o a la vía judicial por demanda, del sujeto activo
lo 9 de la ley 27117); por su lado, la Ley 27972, Ley Orgánica de
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Municipalidades, establece que:

La expropiación de bienes inmuebles se sujeta a la legislación sobre la materia, El
requerimiento de expropiación por causas de necesidad pública es acordado por el
concejo provincial o distrind de su jurisdicción, con el voto aprobatorio de más de
la mitad del número legal de regidores y procede únicamente para la ejecución de
los planes de desarrollo local o la prestación, o mejor prestación, de los servicios
públicos (articulo 94):
y que "acordada la expropiación por necesidad pública por el concejo provincial o
distrital, con estricta sujeción a lo previsto en el articulo anterior, éste solicita que
el Poder Ejecutivo disponga la expropiación de acuerdo a la Ley General de
Expropiaciones (articulo 90.

Asimismo, la Ley 27117 introdujo modificaciones en el Código Procesal Civil
estableciendo que el derecho de expropiación de cualquier sujeto activo caduca en
/os siguientes casos:

Cuando no se haya iniciado el procedimiento expropiatorio dentro del plazo de 6
(seis) meses contados a partir de la publicación o notificación de la norma
declaratoria ejecutora de la expropiación Citando no se hubiera terminado el
procedimiento judicial de expropiación dentro de los 5 (cinco) años contados
desde la publicación o notificación de la resolución suprema correspondiente. La
caducidad se produce de pleno derecho El Juez de la causa la declara a petición
de parte no pudiendo disponer nuevamente la expropiación del mismo bien por la
misma causa, sino después de 5 (cinco) años de dicho vencimiento (articulo 53G;

Si dentro del plazo de 12 (doce) n•omputados a partir de la terminación del
proceso judicial de expropias 1 no se ubiere dado al bien expropiado el destino
que motivó esta medida o no se huhi e iniciado la obra para la que se dispuso la
misma, el anterior propietario o s herederos podrán solicitar la reversión en el
estado en que se expropió, re	 Rondo la misma suma de dinero percibida como
indemnización ,/ustipreciada, teniendo derecho a reclamar por los daños y
perjuicios que se hubiese irrogado Dentro de los 10 (diez) días útiles de
consentida o ejeczaoriad la sentencia que declara fundada la pretensión del
demandante, éste deber. consignar en el Banco de la Nación el monto percibido
con deducción de los astos y tributos. El derecho a solicitar la reversión caduca a
los 3 (tres) meses c rifados a partir del día siguiente de finalizado el plazo a que se
refiere el primer párrafo del presente articulo (articulo 532).

Iro

1.	 eda claro, entonces, que la obligación de consignar la indemnización como
quisito previo para la consolidación de la expropiación supone la culminación del

cedimiento señalado por la ley de la materia; y es que un sacrificio al ejercicio de



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

111111111111111111111111111111E

EXP N.° 03140 2010-PCV
LIMA
MARIA GAUD1OSA QUERZOLA
V/LLACORTA VDA. DE NEGRON

un derecho a la propiedad solo tiene sentido si el destinatario en su tutela, como es
el Estado, cumple escrupulosamente la forma en que la expropiación se realiza.

§3. El pago previo de la indemnización justipreciada como derecho del sujeto
pasivo de la expropiación en al caso concreto-.,

,,
2. Tal como se puede observar de autos (Resolución N.° 10, de fecha 21 de marzo de

2007, de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de cuadernillo del
/Tribunal Constitucional), está acreditada la propiedad privada del inmueble y la
:construcción de la avenida Universitaria en el tramo que lo afectó sin que se hubiera
• realizado el proceso de expropiación conforme a lo dispuesto en el Decreto
Legislativo 313, vigente al momento de ocurridos los hechos, no habiéndose
consignado el pago de la indemnización justipreciada; sin embargo, se realizó y se
entregó la obra antes mencionada; todo ello desconociendo y despojando el derecho
de propiedad de don Alberto Negrón, sin expropiación. En tales circunstancias, no
cabe duda de que se realizó una confiscación inconstitucional. Por ello, el señor
Negrón reclamó ante el Poder Judicial el pago de la indemnización justipreciada,
culminando dicho proceso por resolución de la Sala Constitucional y Social de la
Corte Suprema de Justicia de la República de fecha 23 de abril de 2009 (fojas 5),
que declara No haber Nulidad en la sentencia de fecha 21 de marzo de 2007 que, a
su vez confirmó la sentencia de fecha 30 de diciembre de 2004, que declaró
infundada la excepción de	 n'oficiosidad de la demanda deducida por la
Municipalidad Metropolitana de Lima y Fundada, en parte. la  demanda interpuesta
por don Alberto Genaro Negrón Fernández sobre pago de indemnización
justipreciada por un monto equivalente en soles a US$ 502,500. Al respecto, debe
quedar claro que la determinacr 	 antum de la indemnización se ha realizado
conforme a la tasación comercial reali- da por el Consejo Nacional de Tasaciones
(CONATA), en el que se señaló con valor del terreno la suma de US$ 502,500.00.
En consecuencia, ante la cir nstancia descrita, este Tribunal estima que
corresponde asimilar los hecho' I marco jurídico de la expropiación conforme a las
normas vigentes, teniendo en	 uenta que la segunda disposición complementaria de
la Ley 27117 (modificada	 Decreto de Urgencia N° 078-99) establece que los
procesos de expropiacio en trámite deben adecuarse a lo ordenado en ella, pues
dichas disposiciones (P. como en su oportunidad estaban contenidas en el Decreto
Legislativo 313) sirv n para determinar el monto de indemnización justipreciada y,
tal como ya se ad i ió, preceptúa que la entrega efectiva y total del monto de la
indemnización j stipreciada se efectuará en dinero, una vez transcurrido el plazo
para la contestación de la demanda o de la contestación de la reconvención, según
corresponda, y que el pago por el valor de la tasación comercial actualizada se
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efectuará con la interposición de la demanda (artículo 20.1 de la Ley 27117).

23. En este contexto. la Municipalidad demandada, conforme a lo expresado en el
Oficio N.° 2010-1298-MML-GF, cursado a este Tribunal con fecha 3 de diciembre
de 2010, lejos de programar el pago total del valor comercial del bien materia de
mitos "ha procedido a la consignación mensual [a través de su Gerencia de
Fiúanzas]. en aplicación del numeral 42.3 de la Ley 27584 y del numeral 70.5 de la

Div

	

	
leY 28411, a favor de Negrón Fernández Alberto, que se viene haciendo efectiva
mediante depósito judicial, a partir del ejercicio 2010, consignándose la cantidad de
S/. 23,869.00 mensuales (dos en febrero) desde el 16 de febrero de 2009. Asimismo,
la Procuraduría Pública Municipal, mediante Oficio N.° 578-2010-MML/GF-PPM
AD110C, informa a este Tribunal que la Municipalidad demandada viene
efectuando pagos mensuales parciales vía consignación bancaria por la suma de S/.
23.869 mensuales desde el mes de enero de 2010, indicando que la suma mensual
consignada será incrementada en la medida en que la economía de la Municipalidad
Metropolitana de Lima lo permita.

24, Cabe señalar que las normas citadas por la Municipalidad demandada para sustentar
la programación son aquellas que sirven para la ejecución de obligaciones de dar
suma de dinero provenientes de sentencias con calidad de cosa juzgada, y establecen
que "De existir requerimientos que superen las posibilidades de financiamiento
expresadas en los numerales precedentes, los pliegos presupuestarios, bajo
responsabilidad del Titular del Pliego, mediante comunicación escrita de la Oficina
General de Administración, harán de conocimiento de la autoridad judicial su
compromiso de atender tales sentencias en el ejercicio presupuestario siguiente, para

	

lo cual se obliga a destinar hasta el	 tres por ciento (3%) de la asignación
presupuestal que le corresponda al plie	 .•r la fuente de recursos ordinarios", con
las excepciones contenidas en el art culo 0.1 de la Ley 28411 y considerando la

	

aplicación del artículo 70.5 de la referid	 ey, que dispone que si los requerimientos
de pago superan los fondos públicos nalados en el numeral 70.1 se atenderán con
cargo a los presupuestos aprob os dentro de los cinco (5) arios fiscales
subsiguientes.

25. Sin embargo, ha quedado d ostrado en autos que al demandante se le obligó a
transitar por la vía judic'd. distinta a la del proceso de expropiación, dado el
proceder inconstitucio	 que supuso	 la ausencia de todos los presupuestos
ne sanos para la ex opiación. Por ello, dado que el procedimiento expropiatorio

realizó confor e lo establecía el Decreto Legislativo 313, que desarrollaba la
a como se ejecutaba, el mandato constitucional contenido en el artículo 125.°
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de la Constitución vigente al momento de producirse la afectación, se vulneró el
debido proceso en la forma de procedimiento preestablecido por la ley; por lo que la
intervención jurisdiccional que culmina con la sentencia de fecha 23 de abril de
2009 es asimilable a aquella referida al proceso de expropiación; en consecuencia, la
definición del monto allí establecido debe ser considerado como aquel que
constituye el de la indemnización justipreciada, la que en términos constitucionales
yebe consignarse de manera previa a la expropiación. No obstante ello, en la
realidad ya surtieron los efectos de la expropiación pues, corno ya se examinó, el
tramo de la avenida Universitaria que afectó el terreno del señor Negrón ya se
construyó y entregó. y constituye una obra que se juzga como de necesidad pública;
por ello, no es posible que opere ni el abandono, ni la caducidad, ni la reversión de
lá expropiación; en consecuencia, resulta irritante con el contenido de lo establecido
en el artículo 70.° de la Constitución que se pretenda abonar el referido pago por la
indemnización justipreciada, ya no previamente como allí se establece (asunto que
inaterialmente es imposible pues la obra, corno ya se ha referido, ha sido completada
y entregada) sino atendiendo a lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 42.° de la
Ley 27584 y al numeral 5 del artículo 70.° de la ley 28411, pues si se hubiera
seguido el procedimiento expropiatorio, la ejecución de la obra debería haberse
realizado luego de la consignación 	 de la indemnización justipreciada al juez,
conforme lo establecía el artículo 40° del Decreto Legislativo 313 y el artículo 36°
de su Reglamento. Por lo demás, la actual ley de expropiaciones dispone en su
artículo 16.° que: "El valor del bien se determinará mediante tasación comercial
actualizada que será realizada exclusivamente por el Consejo Nacional de
Tasaciones-CONA'FA", y que "La entrega efectiva y total del monto de la
indemnización justipreciada se efectuará en e' ero, una vez transcurrido el plazo
para la contestación de la demanda o 	 co'estación de la reconvención, según
corresponda".

;26. Ante tal evidencia, es deber del	 uez	 de ejecución realizar los apremios
correspondientes para cautelar 	 la sentencia emitida en el proceso de
indemnización justipreciada por inconstitucional confiscación de que fue objeto la
demandante se realice sin des)/ uarla 	 en	 sus propios términos, siendo que la
Sentencia de la Quinta Sala vil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha
21 de marzo de 2007, conf nada por la ejecutoria de la Sala Constitucional y Social
de la Corte Suprema de justicia de la República, de fecha 23 de abril de 2009,
ordena que la Municipalidad Metropolitana de Lima "cumpla con pagar a favor de

rte demandante el equivalente en moneda nacional de la suma de quinientos
mil quinientos dólares americanos 1$502.500] calculados a la fecha de pago,
concepto de indemnización justipreciada, por la construcción de la Avenida
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Universitaria"; mientras que la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema
establece, como no podía ser de otra manera, "Que si bien es cierto no se ha seguido
el procedimiento expropiatorio de acuerdo a lo establecido por la Constitución de
mil novecientos setenta y nueve y el Decreto Legislativo N° 313, Ley General de
Expropiación vigente a la fecha en que se han producido los hechos, no es menas'
cierto que, al haberse afectado la propiedad del actor por razones de necesidad
pública, ha nacido para éste, por equidad el derecho a reclamar, como lo hat

	

C.,9 -	 ihec. ho, la indemnización justipreciada que alude la Carta Magna de mil novecientos

	

, t	 setenta y nueve y regulan los artículos 13 y siguientes del rejerido Decreto
Legislativo, la cual comprende el valor subjetivo del bien y la reparación de daños
y perjuicios". Así, el Poder Judicial ha resuelto una materia que indudablemente
responde a la materialización de lo constitucionalmente exigido: en consecuencia,
és deber del juez de ejecución cautelar, de oficio, la correcta ejecución de
las sentencias	 que	 contienen	 materias	 relevantes constitucionalmente,

, independientemente de si estas se han producido en el interior de un proceso distinto
: al de la libertad, sobre todo si, tal como se puede apreciar del presente caso, la
, vulneración del derecho es vigente, toda vez que no se ha realizado el pago total y

previo de la indemnización justipreciada, y el monto de la indemnización no está
sujeto a controversia pues no se puede someter el pago previo de la indemnización
justipreciada, circunscrito únicamente al valor comercial 	 estipulado por lay

CONATA del bien referido en el caso de autos, a un procedimiento de pago de
obligaciones patrimoniales, cuya exigibilidad se produce luego de la sentencia
judicial. Una postura que estipule /o contrario vaciaría el co enido explícito de la
obligación al pago previo de la indemnización justi 	 determinada en la
Constitución y en las normas que regulan el procedimiento te expropiación. Por lo
antes expuesto, corresponde estimar la demanda y emitir onunciamiento conforme
lo dispone el artículo 55° del Código Procesal Con ucional; sin perjuicio de lo
cual se deja a salvo el derecho de los recurrent de accionar por el daño que
estimen se les haya causado y por los intereses	 hayan podido surgir por la mora
en el pago total de la indemnización justipree. a aquí señalado.

Por estos fundamentos, el Tribunal Con nucional, con la autoridad que le confiere
la Constitución Política del Perú

RESUELTO

Declarar	 UNDADA la demanda de autos, que deberá ser entendida como una de
ampar	 n consecuencia ORDENA:
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1. Que el juez de ejecución del 38° Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia de
Lima disponga lo necesario para que la Municipalidad Metropolitana de Lima
consigne el monto de la indemnización justipreciada por efectos de la propiedad
expropiada a los demandantes, ascendente al total del valor en moneda nacional de
US $ 502,500.00 (quinientos dos mil quinientos dólares americanos), descontándose
aquellos montos que pudieran haberse consignado por efecto de la ejecución de las
consignaciones parciales aludidas en el fundamento 23 de la presente sentencia.

2 Que la Municipalidad Metropolitana de Lima y el Ministerio Público inicien las
investigaciones pertinentes a efectos de que se detertnittC -d-e—s`er el caso, la
responsabilidad a que hubiere lugar en,torno a los hechos que provocaron la omisión
detectada.

Publiquese y notifiquese.

SS.

VERGARA GOTELLI
BEAUMONT CAL
CALLE RAYEN

•••. .....
SA GAVINA S
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VOTO DE LOS MAGISTRADO BEA EMONT CALLIRGOS
Y CALLE HAYEN

Sustentamos el presente voto en las consideraciones siguientes:

FUNDAMENTOS

La delimitación del petitorio y la posibilidad de un pronunciamiento de fondo y
conversión del proceso de cumplimiento en uno de amparo

1 En e/ presente proceso. entre /os recurrentes, se encuentra doña María Gaudiosa
Querzola Villacorta, viuda de don Alberto Genaro Negrón Fernández, quien a la
fecha de interposición de la presente demanda; el 17 de diciembre de 2009, tenía
más de 80 años de edad y solicita. por la vía del proceso de cumplimiento, que la
Municipalidad Metropolitana de Lim 	 pla lo dispuesto en el artículo 125.° de la
Constitución de 1979, reproduc
Constitución Política del
indemnización justipreciada en caso

que corresponde en el artículo 702 de la
que establece el pago previo de la

expropiación; y que, consecuentemente se le
abone el total de US$ 502,500.00 o u equivalente en moneda nacional conforme a
lo dispuesto mediante sentencia ; nitida por la Sala de Derecho Constitucional y
Social de la Corte Suprema de J.sticia de la República (Expediente N.° 2322-2008)
de fecha 23 de abril de 2009.

2 Ante todo es claro que e petitorio no se condice con /a vía procedimental que
utilizan los accionantes. ello porque en él se plantea una demanda de
cumplimiento, señalan& que se tiene derecho al pago previo del justiprecio
producto de la expropie cuán que ha significado la pérdida de su propiedad cuyo
valor ha sido estipul do en sentencia judicial emitida en el marco de un proceso
sobre indemnizació instaurado por Alberto Genaro Negrón Fernandez (quien
falleció en el decurso del proceso al aludido). Sin embargo, el inciso 6) del artículo
200.° de la Constitución Política del Perú, concordante con el artículo 66.° del
Código Procesal Constitucional, establece que el proceso de cumplimiento procede
contra cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar una norma legal o un acto
administrativo. En consecuencia, este proceso procede cuando se ha producido
omisión, mora, letargo, inercia o inactividad de un órgano público para cumplir con
un mandato establecido en la ley o un acto administrativo y siempre que el
mandamus cumpla con los requisitos mínimos establecidos en la Sentencia 001 68-
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2005-POTC, emitida por este Tribunal Constitucional y que constituye precedente
vinculante; en este sentido, dada la naturaleza jurídica del proceso de cumplimiento,
y acorde con lo estipulado en el inciso 1) del artículo 70.° del Código Procesal
Constitucional, no resulta idóneo para pretender la ejecución de lo resuelto en una
sentencia judicial.

3 En este marco el Tribunal Constitucional, como parte de su función ordenadora y de
pacificación del ordenamiento constitucional, emitió la STC N.° 0168-2005-PC/TC,
que sienta jurisprudencia sobre la procedencia de las demandas en este tipo de
procesos. En ella se expresó, entre otras cosas, dentro del fundamento 12, que 7.)
para la procedencia del proceso de cumplimiento, además de acreditarse la
renuencia del funcionario o autoridad pública, deberán tenerse en cuenta las
características mínimas comunes del mandato de la norma legal, del acto
administrativo y de la orden de emisión de una resolución o de un reglamento, aun

0:ft de 
que el proceso de cumplimiento prospere, puesto que de no reunir tales

características, además de los supuestos contemplados en el artículo 70.° del
Código Procesal Constitucional, la vía del referido proceso no será la idónea". Y
respecto a los requisitos mínimos comunes del cumplimiento, se enuncian en el
fundamento 14 las cinco condiciones genéricas y las dos adicionales para los actos
administrativos.

4 Como se puede observar, en el caso de autos la demanda debería ser declarada
improcedente, tal como lo determinó el juzgador de segunda instancia, puesto que,
desde el punto de vista forma	 la no cumple con los requisitos exigidos
legalmente. Como se ha inclic . lo, la etensión del recurrente no está estrictamente
relacionada con la vía procedimental 	 tilizada en la demanda. Pero, lo que se puede
y debe determinar es si la Adin . istración o, en todo caso, el órgano judicial
correspondiente, está actuando d manera correcta, porque subyace al petitorio la
posible existencia de una au -ncia 	 de tutela del derecho al pago previo del
justiprecio por la expropiació ue se encuentra reconocido en la Carta Magna y que
ha merecido la emisión de 	 normativa legal correspondiente para su concreción.
Así, en concordancia con /o dispuesto por los artículos 3.° y 430.° de la
Constitución, que definen al país como un Estado social y democrático de derecho,
hacen previsible que en vía jurisprudencia/ se encuentre la respuesta a una
problemática como la expuesta por los demandantes.

5. En efecto, en la STC N.° 3149-2004-AC/TC, dentro del fundamento 11, se ha dicho
que la concreción del modelo de Estado socia] y democrático de derecho n(l.)
requiere de una colaboración permanente entre todos los poderes públicos y, de
modo especial, de la Jurisdicción, poder premunido por excelencia de potestades y
competencias para hacer realidad los mandatos de la Constitución y la ley en cada
caso concreto. En este sentido dada la trascendencia del tema que se resuelve, se
hará uso de las técnicas resolutivas y las facultades que la doctrina y el
ordenamiento permiten, para dejar un mensaje claro a todos aquellos funcionarios
o poderes públicos que no sólo desconocen el sistema legal imperante, sino que
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desalientan la de un modelo de convivencia civilizada a partir de la Constitución.
La edificación de una cultura constitucional es también objetivo y compromiso de
este Colegiado con la sociedad peruana, a la que debe su mandato". Este
planteamiento aplicado al caso concreto, que involucra a una persona que
efectivamente se encuentra en situación de riesgo para su vida, dada su avanzada
edad, obliga a buscar, de manera extraordinaria, una fórmula especial para suplir la
deficiencia de la vía procedimental escogida.

6. Entonces, atendiendo a tales consideraciones, se debe convertir en amparo la
presente demanda de cumplimiento y resolver inmediatamente el caso concreto.
La urgencia de la protección para la recurrente torna imperativo resolver el caso de
esta manera. Asimismo, consideramos importante, como parte de la autonomía
procesal, aceptar la posibilidad de esta reconversión, pues ésta es la única forma en
que se podrán proteger 'adecuadamente' derechos de las personas. El sustento que
legitima esta actuación ha sido muy diverso en la jurisprudencia constitucional. En
efecto, en asentada jurisprudencia (cfr. Fundamentos 1 y ss. de la STC 3674-2007-
PA/TC; fundamento 4 de la STC N.° 1052-2006-PHD/TC, fundamentos 3 y ss. de la
STC N.° 4080-2004- AC/TC) se ha señalado que esto se basa en el principio jura
novit curia, previsto en el articulo VIII del Código Procesal Constitucional, pues
esta norma no sólo tutela la eficacia de los derechos sustantivos, sino también los
adjetivos, lo cual iría de la mano con la suplencia de queja, figura recogida
jurisprudencialmente en la STC N.° 05 2003-AC/TC. Lo que sí no es posible
negar es que, como bien se aprecia en lo fundamento 5 y 6 de la STC N.° 4080-
2004-AC/TC, "fija finalidad de los pr cesos constitucionales no solo y es de
defensa de concretos derechos subjefi os, sino también la tutela de los valoras
objetivos de la Constitución. Como/antes lo ha sehalado este Colegiado, los
derechos fundamentales no sólo tic /en una dimensión subjetiva [esto es, no valen
sólo como derechas subjetivos], no también una dimensión objetiva, puesto que
constituyen el orden material de valores en los cuales se sustenta el ordenamiento
constitucional (cf STC N.°5 /0976-2001-AAITC, 0964-2002-AA/TC, 0858-2003-
AA/TC entre otras). Esta es quizá la nota más saltante en lo que hace a las
iferencias entre Estado Liberal Decimonónico de derecho y Estado Social y
Democrático de derecho: el valor objetivo de la Constitución, que en determinados
supuestos opera incluso como limite o condicionante de las libertades y derechos
individuales En este contexto, el juez constitucional constituye una especie de
mediador entre estos valores constitucionales y los derechos y libertades que la
misma norma garantiza, a efectos de lograr una prudente ponderación entre ellos y
hacer posible la democracia constitucional con plena eficacia y vigencia de los
derechos fundamentales.

7 Y si bien una actuación de este tipo podría llegar a considerarse vulneradora de
principios procesales como el dispositivo (las partes son /as únicas que determinan
los términos en que debe pronunciarse el juez) o el de congruencia (la decisión de
n tribunal debe estar directamente vinculada a la pretensión planteada por las
artes), o de derechos fundamentales como el de defensa (posibilidad de
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contradictorio), consideramos, sobre la base de los argumentos antes vertidos, que la
búsqueda real de protección de derechos es el fundamento básico del proceso
constitucional, sobre todo en situaciones concretas tan extremas como la advertida
en el presente caso, en que el justiciable no encuentra una respuesta satisfactoria a
sus reclamos.

Así, a partir de la STC N.° 4080-2004-AC/TC, fundamento 8, "Este Colegiado
considera que (los] principios, que inspiran el proceso civil, no pueden ser
comprendidos en los mismos términos en los procesos constitucionales. En todo
caso, el límite en la adecuación de las pretensiones al derecho aplicable se sujeta a
la necesidad de defensa que debe operar irreductiblemente respecto de las
alegaciones o causa petendi que han planteado las partes. Si en la adecuación del
petitorio no se afecta el derecho de defensa de la parte emplazada, el Tribunal no
habrá sobrepasado sus límites de actuación permitidos por el ordenamiento
jurídico". En tal entendido, la base es que se tendrá que tratar de encontrar la
pretensión que subyace al requerimiento de justicia de la parte demandante, corno es
el derecho al pago previo del justiprecio por concepto de indemnización por la
expropiación. El fundamento 9 de la STC N.° 0569-2003-AC/TC ha sido bastante
claro al respecto: Y..) cuando se trate del aforismo iura novit curia, este Tribunal,
al aplicar el derecho a las cuestiones debatidas, buscará no alterar ni sustituir las
pretensiones y hechos lácticos que sustentan la demanda y resulten acreditados en
el proceso".

Entonces, cuando una demanda ha sido mal planteada, pese a que el Tribunal está
autorizado a disponer la nulidad r los actuados y el reencausamiento de la
demanda, también puede disponer reconversión de un proceso constitucional en
otro, si es que las circunstancias í lo ameritan. Éste se puede dar, tal como lo ha
Ido reconociendo nuestra jurisp dencia (cfr. fundamentos 5 de la SIC N.° 0249-
2005-PC/TC, 4 de la SIC N.° I052-2006-PHD/TC, 8 de la SIC N.° 4080-2004-
AC/TC y 5 de la STC N.° 2 63-2003-ACTFC), bajo ciertas premisas, como pueden
ser las siguientes:	 (i) •	 los jueces de ambos procesos tengan las mismas
competencias funciona/ (tanto el amparo como el hábeas data y el cumplimiento
son tramitados por jua es especializados en lo civil, tal como se establece para el
primero en el artícu e 51.° del Código Procesal Constitucional, y se extiende para
los otros dos en lo/artículos 65.° y 74.° del mismo cuerpo normativo); (ii) Que se
mantenga la pretensión originaria de la parte demandante (sólo se podrá admitir la
conversión si la pretensión planteada en la demanda es respondida por el juzgador a
través de la sentencia que va a emitir); (iii) Que existan elementos suficientes para
determinar la legitimidad para obrar activa y para poder resolverse sobre el fondo
del asunto (que, siguiendo el contenido del artículo 9.° del Código Procesal, no
deban actuarse pruebas adicionales en el proceso, el mismo que debe ser resuelto
con las herramientas que el mismo expediente brinda); (iv) Que se estén cumpliendo
los fines del proceso constitucional (si bien se estaría yendo en contra del cauce
normal de un proceso, la autonomía procesal y el principio de informalidad que rige
este tipo de proceso, además de los principios de dirbcción judicial del proceso, pro
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actione y economía procesal, previstos en el artículo III del Título Preliminar del
Código Procesal constitucional, autorizan a canalizar la búsqueda de justicia, como
valor supremo de la Constitución, a través de la judicatura constitucional); (y) Que
sea de extrema urgencia la necesidad de pronunciarse (es cierto que la búsqueda
natural de protección de quienes reclaman el resguardo de un derecho a través de un
proceso constitucional hace que éste se convierta en un proceso de tutela urgente,
toda vez que se consideran improcedentes las demandas cuando existan vías
procedimentales específicas, tal como lo expresa el artículo 5.°, inciso 2 idel Código
Procesal Constitucional, pero en los casos de reconversión se hace necesario que el
caso no sea sólo apremiante, sino ,además que sea considerablemente perentorio e
inminente, elemento que ha quedado claramente establecido en el fundamento 5 de
la STC N.° 2763-2003-AC/TC); y, (vi) Que exista predictibilidad en el fallo a
pronunciarse (se considera que si el juzgador es consciente del tipo de fallo a
emitirse, y pese a que existe un error en la tramitación de la demanda, debe ordenar
su conversión, tal como se ha dejado sustentado en la STC N.° 0249-2005-PC/TC).

10 Sólo cuando concurran copulativamente tales requisitos, el Tribunal se encontrará
autorizado para reconducir a una vía procedimental más acorde la petición del
recurrente y dejar de lado el proceso inicia/. En el caso concreto, tal como se ha ido
expresando, se reconvertirá el proceso de cumplimiento en uno de amparo, pues se
han cumplido a cabalidad /as condiciones antes señaladas, evidenciándose la
necesidad de que el presente proceso sea resuelto de forma oportuna y efectiva,
sobre todo tomando en consideración, tal como se ha venido insistiendo, que el
recurrente, ha solicitado el pago complet 	 prev o del justiprecio producto de la
indemnización resuelta en sede judicial por la e opiación de su propiedad, que a la
fecha tiene más de 8 I dinos de edad.

II. Finalmente y en lo concerniente a la co ersión del presente proceso, se aprecia un
asunto constitucionalmente relevan	 la omisión de pronunciamiento del juez de
ejecución del proceso de indemn. ación respecto del derecho al pago previo del
justiprecio por causa de la nide, nización por expropiación de /a propiedad de los
recurrentes. Al respecto, con arme a la jurisprudencia de este Tribunal (Cfr. STC
N.° 4587-2004-AA/TC), e lgunos casos es posible emitir pronunciamiento sobre
el fondo, aun cuando la d anda haya sido declarada improcedente in I ímine por las
instancias inferiores. Pa	 evaluar la procedencia de tal decisión se tiene que tomar
en cuenta si se afectan los derechos de la parte contraria que, al no haber contestado
la demanda, podría quedar en estado de indefensión ante una sentencia adversa; la
intensidad de la afectación en el ámbito de sus derechos como producto de la
decisión del Tribunal; la importancia objetiva del caso; los perjuicios que se podrían
generar al recurrente por la demora en un pronunciamiento sobre el fondo; y el
hecho de que el demandado, por lo menos, se haya apersonado al proceso y
contestado la demanda, de ser el caso.

Este Tribunal Constitucional ha tenido la ocasión de precisar que ante la presencia
de afectaciones formales y sustanciales al debido proceso, es posible condicionar la
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naturaleza de la participación de las partes en el amparo, puesto que las
argumentaciones que éstas puedan ofrecer, esencialmente, se centran en colaborar
con el juez constitucional ofreciendo criterios de interpretación en torno al
significado jurídico-constitucional de los derechos fundamentales cuya afectación se
cuestiona (Cfr. STC N.° 0976-200)-AA/TC). No obstante lo expuesto, en el caso de
autos, consideramos que de igual forma no se requiere /a participación del Juez de
ejecución del proceso de indemnización originario, en tanto se aprecia la omisión de
pronunciarse respecto de su derecho constitucional; constituyendo un asunto de
puro derecho o de jure, siendo innecesaria e irrelevante para los fines de resolver la
presente causa la existencia previa de cualquier alegación o defensa del órgano
judicial, pues de lo que se trata es de una omisión del deber de protección del
derecho constitucional de los recurrentes, que se evidencia a partir de la
consignación parcial y "en cuotas" que la Municipalidad de Lima Metropolitana
viene efectuando a través del Banco de la Nación, y que no ha merecido
contradicción alguna por el 38.° Juzgado, Civil de Lima atendiendo a su condición
de garante de la Constitución y ejecutor de una sentencia que ha pasado en autoridad
de cosa juzgada.

Por lo tanto, procede el análisis del fondo de la controversia.

La dimensión constitucional del derecho	 o previo por la expropiación y su
configuración legal

Para abordar el derecho constitucional 	 pago previo del justiprecio por causa de
expropiación es necesario recalcar que 	 ste se imbrica intensamente con el derecho
de propiedad, consagrado en los Inc. s8) y 16) del artículo 2.° de la Constitución,
concibiéndosele como el poder ju • dico que permite a una persona usar, disfrutar,
disponer y reivindicar un b	 . Así, la	 persona propietaria podrá servirse
directamente de su bien, perciii r sus frutos y productos, y darle destino o condición
conveniente a sus intereses, lempre que ejerza tales actividades en armonía con el
bien común y dentro de os limites establecidos por la ley; e incluso podrá
recuperarlo si alguien se a apoderado de él sin derecho alguno.

Ahora bien, nuestra Constitución reconoce a la propiedad no sólo como un derecho
subjetivo (derecho individual), sino también como una garantía institucional
(reconocimiento de su función social). Se trata, en efecto, de un "instituto"
constitucionalmente garantizado. Sin embargo, es oportuno señalar que el derecho a

Ola propiedad no es ni puede ser en modo alguno absoluto, debido a que, al igual que
otros derechos y libertades que dignifican al ser humano, la propiedad se encuentra
sujeta a las limitaciones impuestas por el interés general.

Este Tribunal, en la sentencia recaída en el Exp. N° 00031-2004-PI, refirió que la
expropiación "consiste en un acto de derecho público por el cual e/ Estado priva
coactivamente a un particular o a un grupo de ellos, de la titularidad de un
determinado bien. Para ello es preciso que el Poder Legislativo lo declare mediante
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Ley sobre la base de la existencia de una causa real y apremiante de seguridad o
necesidad nacional".

Estando a lo dicho, la privación del derecho de propiedad como consecuencia del
ejercicio de la potestad expropiatoria del Estado no es una limitación en el ejercicio
de éste, sino su sacrificio su anulación. Lo señalado es relevante toda vez que la
expropiación, a diferencia de una limitación, afecta el núcleo duro de la propiedad
teniendo como efecto la 	 indemnización, motivo por el cual su eficacia está
condicionada al pago previo en efectivo de la indemnización que corresponda. En
concordancia con lo hasta aquí manifestado, el articulo 70° de la Constitución (y el
artículo 125°, de la Constitución de 1979, en lo que corresponde) prescribe que el
ejercicio de la potestad expropiatoria debe: I) Obedecer a exigencias de seguridad

\

	

	 nacional o necesidad pública; 2) Estar sujeto a una reserva de ley; y, 3) Suponer la
obligación del Estado de pagar previamente y, en efectivo, la indemnización
justipreciada que compense el precio del bien materia de expropiación.

Desde la dimensión procesal, es constitucionalmente necesario que se establezca un
procedimiento que permita determinar definitivamente cuál es el monto de la
indemnización justipreciada, por lo que en circunstancias ordinarias, el mandamus
relativo al pago previo a que se refiere el artículo 70° de la Constitución Política del
Perú (antes 125.° de la Constitución de 1979) se constituye en tal atendiendo a lo
estipulado en la norma que regula el pro	 expropiación, en el que, para que
ésta sea legítima, tiene que respeta	 el der ho al debido proceso del titular del
derecho de propiedad (Cfr. fund	 ento 10	 la STC 5614-2007-PA/TC). Así, este
Tribunal también ha señalado en su juri , rudencia (fundamentos 11.6 y 12 de la
STC 5614-2007-PA/TC) que el Estado .e encuentra obligado a pagar previamente
una indemnización justipreciada qu- incluya el precio del bien expropiado y la
compensación por el eventual per . icio, que, a su vez, debe ser establecida en el
procedimiento expropiatorio.	 o a través del mencionado desembolso, la
expropiación podrá consider se	 válida en tanto sacrificio del derecho a la
propiedad. En consecuencia, Estado está en la obligación de indemnizar en forma
previa, plena y completa al guiar del derecho de propiedad privada, por el daño que
no tenía el deber de so 	 ar, toda vez que las entidades de la Administración
Pública están obligadas a cumplir el deber constitucional de respetar el derecho de
propiedad y, por ende, los cauces constitucionales para su excepcional sacrificio.
Esto viene a significar que cuando el Estado requiera terrenos, o bienes inmuebles,
como en el presente caso, debe obrar con sujeción al principio de legalidad y al

O

derecho al debido procedimiento para que pueda expropiarse; en el caso contrario,
no será constitucional su proceder. De lo señalado se advierte que la determinación
del justiprecio a través de un debido procedimiento consolida la determinación
derivada de la regla establecida en el artículo 70.° de la Constitución Política del
Estado (antes 125.° de la Constitución de 1979) en consecuencia, en el ámbito de lo
expropiable está proscrita la apropiación del patrimonio (propiedad) de una persona,
de parte del sujeto activo 	 (Estado),	 sin causa constitucionalmente válida, sin
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procedimiento establecido por la ley y sin el pago previo de la indemnización
justipreciada y, de ser el caso, la compensación por el daño usado.

18. Sobre la forma en que debe realizarse el pago del justiprecio, lo importante es el
respeto por el valor de la propiedad y el momento de su realización. En lo que se
refiere a la norma que debió aplicarse al procedimiento de expropiación en el
presente caso —la realización de la obra del tramo de la avenida Universitaria,
construida sobre el bien de propiedad de don Alberto Genaro Negrón Querzola y
entregada por INVERMET a la Municipalidad Metropolitana de Lima en 1992
(conforme se aprecia del considerando tercero de la Resolución de la Sala de
Derecho Constitucional y Social de /a Corte Suprema de Justicia de la República de
fecha 23 de abril de 2009) — se tiene que es en el Decreto Legislativo 313, vigente al
momento de ocurridos los hechos, donde se regulaba el procedimiento
correspondiente.

19 Ahora bien, el Decreto Legislativo 313, en lo pertinente para el presente caso,
establecía que:

"La indemnización justipreciada comprende el valor objetivo del bien o bienes que
se expropian y la reparación que el sujeto activo e la expropiación debe abonar
en caso de acreditarse fehacientemente  daños y-pjuicios para el sujeto pasivo
originados inmediata, directa y exclusivamente or la naturaleza forzosa de la
transferencia" (articulo 13);

el valor objetivo se determinará media la tasación o valuación conforme al
Reglamento General de Tasaciones del erú del bien o•bienes que se expropian, a
la fecha de vigencia de la Resoluc. en Suprema que dispone la ejecución de la
expropiación" (articulo 14);

la consignación de la inde ización justipreciada,debidamente actualizada se
efectuará necesariamente, er dinero y en moneda nacional (Artículo 21);

,•
el sujeto activo de la expropiación deberá consignar en el Banco de la Nación, a la
orden del iuzgado la indemnización Justipreciada dentro del décimo día útil de
consentida o decutoriada la sentencia" (articulo 40);

()Vencido el plazo fijado por el artículo 40, si no se hubiere realizado la
consignación, se tendrá por abandonado el procedimiento y por caducado y sin
efecto la Resolución Suprema correspondiente, no pudiendo disponerse
nuevamente la expropiación del mismo bien por la mismo causa, sino después de
cuatro años de dicho vencimiento (artículo 55);

Por su lado, el reglamento del Decreto Legislativo 313, aprobado por Decreto
Supremo N.° 047-85-PCM, establecía que "el su/cío activo de la exproSign
deberá consignar el monto establecido en la sentencia, dentro de los 10 días útiles 
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señalados  or el artículo 40 de la Ley, considerándose con este acto cumplido lo
alspuesto en dicho artículo y sin aplicación lo dispuesto por el artículo 55 de la
Ley" (artículo 36).

20. A modo ilustrativo conviene verificar las normas relevantes para la evaluación del
caso de autos que se encuentran vigentes actualmente, corno las contenidas en la
Ley General de Expropiaciones N.° 27117, que establece que:

"2. La expropiación consiste en la transferencia forzosa del derecho de propiedad
privada, autorizada únicamente por ley expresa del Congreso en favor del Estado,
a iniciativa del Poder Ejecutivo, Regiones o Gobiernos Locales y previo pago en
efectivo de la indemnización justipreciada que incluya compensación por el
eventual perjuicio;
15.1. La indemnización justipreciada comprende el valor de tasación comercial
debidamente actualizado del bien que se expropia y la compensación que el sujeto
activo de la expropiación debe abonar en caso de acreditarse fehacientemente
daños y perjuicios para el sujeto pasivo originados inmediata, directa y
exclusivamente por la naturaleza forzosa de la transferencia.
15.2. Laspeaeectiva . totaldel indemnización  .usti recia a se
efectuará en dinero, una vez transcurrido el plazo para la contestación de la
demanda o de la contestación de la reconvención según corresponda En caso de
oposición del sujeto activo a la campe	 ión, el sujeto pasivo deberá otorgar
garantía real o fianza bancaria por Id fe	 ncia existente entre su pretensión y la
del Estado.
15.3. La indemnización justipte ciada no podrá ser inferior al valor comercial
actualizado confirme a lo jlfspuesto el Artículo 16 de la presente Ley; ni podrá
exceder de la estimación del sujeto avivo;
20.1. El	 sor el valor e la  asación comercial actualizada se efectuará con la
interposición de la demanda"

La legislación vigente ha formado incluso la facilitación del trato directo para9/
efectivizar el pago previo e la indemnización justipreciada y la compensación y,
en su defecto, la posi ilidad de que el sujeto activo acuda a la vía arbitral, a
solicitud del sujeto	 sive, o a la vía judicial por demanda, del sujeto activo
(artículo 9 de la ley 27117); por su lado, la Ley 27972, Ley Orgánica de
Municipalidades, establece que: "La expropiación de bienes inmuebles se sujeta a
la legislación sobre la materia, El requerimiento de expropiación por causas de
necesidad pública es acordado por el concejo provincial o distrital de su
.urisclicción, con el voto aprobatorio de más de la mitad del número legal de
egidores y procede únicamente para la ejecución de los planes de desarrollo local
la prestación, o mejor prestación, de los servicios públicos (artículo 94); y, que

"acordada la expropiación por necesidad pública por el concejo provincial o
istrital, con estricta sujeción a lo previsto en el artículo anterior, éste solicita que

el Poder Ejecutivo disponga la expropiación de acuerdo a la Ley General de
Expropiaciones (articulo 95Y
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Asimismo, la Ley 27117 introdujo modificaciones en el Código Procesal Civil
estableciendo que el derecho de expropiación de cualquier sujeto activo caduca en
los siguientes casos

Cuando no se haya iniciado el procedimiento expropiatorio dentro del plazo de 6
(seis) meses contados a partir de la publicación o notificación de la norma
declaratoria ejecutora de la expropiación. Cuando no se hubiera terminado el
procedimiento judicial de expropiación dentro de los 5 (cinco) años contados desde
la publicación o notificación de la resolución suprema correspondiente. La
caducidad se produce de pleno derecho. El Juez de la causa la declara a petición
de parte no pudiendo disponer nuevamente la expropiación del mismo bien por la
misma causa, sino después de 5 (cinco) años de dicho vencinziento (artículo 531);

Si dentro del plazo de 12 (doce) meses, computados a partir de la terminación del
proceso judicial de expropiación, no se hubiere dado al bien expropiado el destino
que motivó esta medida o no se hubiere iniciado la obra para la que se dispuso la
misma, el anterior propietario o sus herederos podrán solicitar la reversión en el
estado en que se expropió, reembolsando la misma suma de dinero percibida como
indemnización justipreciada, teniendo derecho a reclamar por los daños y
perjuicios que se hubiesen irrogado Denir e los 10 (diez) días útiles de
consentida o ejecutonada la sentencia o 	 -clara jündada la pretensión del
demandante, éste deberá consignare el B• 	 •o de la Nación el monto percibido
con deducción de los gastos y tributos. El echo a solicitar la reversión caduca a
los 3 (tres) meses contados a partir del a siguiente de finalizado el plazo a que se
refiere el primer párrafo del presente , ículo (artículo 532)".

21. Queda claro, entonces, que la I. ligación de consignar la indemnización como
requisito previo para la consof4ación de la expropiación supone la culminación del
procedimiento señalado por ley de la materia; y es que un sacrificio al ejercicio de
un derecho a /a propiedad, ólo tiene sentido si el destinatario en su tutela, como es
el Estado, cumple escrup osamente la forma en que la expropiación se realiza.

§3. El pago previo de a indemnización justipreciada como derecho del sujeto
pasivo de la expropiación en al caso concreto

C. Tal como se puede observar de autos (Resolución N.° 10, de fecha 21 de marzo de
2007, de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de cuadernillo del
Tribunal Constitucional), está acreditada la propiedad privada del inmueble y la
construcción de la avenida Universitaria en el tramo que lo afectó sin que se hubiera
realizado el proceso de expropiación conforme a lo dispuesto en el Decreto
Legislativo 313, vigente al momento de ocurridos los hechos, no habiéndose
consignado el pago de la indemnización justipreciada; sin embargo, se realizó y se
entregó la obra antes mencionada; todo ello desconociendo y despojando el derecho



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

de propiedad de don Alberto Negrón, sin expropiación. En tales circunstancias, no
cabe duda de que se realizó una confiscación inconstitucional. Por ello, el señor
Negrón reclamó ante el Poder Judicial el pago de la indemnización justipreciada,
culminando dicho proceso por resolución de la Sala Constitucional y Social de la
Corte Suprema de Justicia de la República de fecha 23 de abril de 2009 (fojas 5),
que declara No haber Nulidad en la sentencia de fecha 21 de marzo de 2007 que, a
su vez confirmó la sentencia de fecha 30 de diciembre de 2004, que declaró
infundada la excepción	 de inoficiosidad de la demanda deducida por la
Municipalidad Metropolitana de Lima y Fundada, en parte, la demanda interpuesta
por don Alberto Genaro Negrón 	 Fernández sobre pago de indemnización
justipreciada por un monto equivalente en soles a US$ 502,500. Al respecto, debe
quedar claro que la determinación del quantum de /a indemnización se ha realizado
conforme a la tasación comercial realizada por el Consejo Nacional de Tasaciones
(CONATA), en el que se señaló como valor del terreno la suma de US$ 502,500.00.
En consecuencia, ante la circunstancia descrita, estimamos que corresponde asimilar
los hechos al marco jurídico de la expropiación conforme a las normas vigentes,
teniendo en cuenta que la segunda disposición complementaria de la Ley 27117
(modificada por Decreto de Urgencia N° 078-99) establece que los procesos de
expropiación en trámite deben adecuarse a lo ordenado en ella, pues dichas
disposiciones (tal como en su oportunidad e ban contenidas en el Decreto
Legislativo 313) sirven para determinar el • to 	 indemnización justipreciada y,
tal como ya se advirtió, preceptúa que a n 	 efectiva y total del monto de la
indemnización justipreciada se efectuará en 	 ro, una vez transcurrido el plazo
para la contestación de la demanda o de la ontestación de la reconvención, según
corresponda, y que el pago por el valo, de la tasación comercial actualizada se
efectuará con la interposición de la de	 da (artículo 20.1 de la Ley 27117).

23 En este contexto, la Municipal' s d demandada, conforme a lo expresado en el
Oficio N.° 2010-1298-MML- , cursado a este Tribunal con fecha 3 de diciembre
de 2010, lejos de programa el pago total de/ valor comercial del bien materia de
autos "ha procedido a 1 consignación mensual [a través de su Gerencia de
Finanzas], en aplicación el numeral 42.3 de la Ley 27584 y del numeral 70.5 de la
ley 28411, a favor de egrón Fernández Alberto, que se viene haciendo efectiva
mediante depósito judicial, a partir del ejercicio 2010, consignándose la cantidad de
S/. 23,869.00 mensuales (dos en febrero) desde el 16 de febrero de 2009. Asimismo,

Procuraduría Pública Municipal, mediante Oficio N.° 578-2010-MML/GF-PPM
DHOC, informa a este Tribunal que la Municipalidad demandada viene

fectuando pagos mensuales parciales vía consignación bancaria por la suma de S/.
3.869 mensuales desde el mes de enero de 2010, indicando que la suma mensual
onsignada será incrementada en la medida en que la economía de la Municipalidad
etropol itana de Lima lo permita.

abe señalar que las normas citadas por la Municipalidad demandada para sustentar
la programación son aquellas que sirven para la ejecución de obligaciones de dar
suma de dinero provenientes de sentencias con calidad de cosa juzgada, y establecen



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

que "De existir requerimientos que superen las posibilidades de financiamiento
expresadas en los numerales precedentes, los pliegos presupuestarios, bajo
responsabilidad del Titular del Pliego, mediante comunicación escrita de la Oficina
General de Administración, harán de conocimiento de la autoridad judicial su
compromiso de atender tales sentencias en el ejercicio presupuestario siguiente, para
lo cual se obliga a destinar hasta el tres por ciento (3%) de la asignación
presupuestal que le corresponda al pliego por la fuente de recursos ordinarios", con
las excepciones contenidas en el artículo 70.1 de la Ley 28411 y considerando la
aplicación del artículo 70.5 de la referida ley, que dispone que si los requerimientos
de pago superan los fondos públicos señalados en el numeral 70.1 se atenderán con
cargo a los presupuestos aprobados dentro de los cinco (5) arios fiscales

r	 subsiguientes.

25. Sin embargo, ha quedado demostrado en autos que al demandante se le obligó a
transitar por la vía judicial, distinta a la del proceso de expropiación, dado el
proceder inconstitucional, que supuso la ausencia de todos los presupuestos
necesarios para la expropiación. Por ello, dado que el procedimiento expropiatorio
no se realizó conforme lo establecía el Decreto Legislativo 313, que desarrollaba la
forma como se ejecuta, el mandato constitucional contenido en el artículo 125.° de
la Constitución vigente al momento de producirse la afectación, se vulneró el debido
proceso en su forma de procedimiento preestablecido por la ley; por lo que
consideramos que la intervencióndie ional que culmina con la sentencia de
fecha 23 de abril de 2009,	 asun .ble a aquella referida al proceso de
expropiación; en consecuencia, la def ición del monto allí establecido debe ser
considerado como aquel que constitu e el de la indemnización justipreciada, la que
en términos constitucionales debe onsignarse de manera previa a la expropiación.
No obstante ello, en la realidad a surtieron los efectos de la expropiación pues,
como ya se examinó, el tramo •e la avenida Universitaria, que afectó el terreno del
señor Negrón, ya se constr o y entregó, y constituye una obra que se cataloga
como de necesidad públic , por ello, no es posible que opere ni el abandono, ni la
caducidad, ni la reversió, de la expropiación; en consecuencia, resulta irritante con
el contenido de lo esta, ecido en el artículo 70.° de la Constitución que se pretenda
abonar el referido pazo por la indemnización justipreciada, ya no previamente como
allí se establece (asunto que materialmente es imposible pues la obra, corno ya se ha
referido, ha sido completada y entregada) sino atendiendo a lo dispuesto en el

0
numeral 3 del artículo 42.° de la Ley 27584 y al numeral 5 del artículo 70.° de la ley
28411, pues si se hubiera seguido el procedimiento expropiatorio, la ejecución de la
obra debería haberse realizado luego de la consignación de la indemnización
'ustipreciada al juez, conforme lo establecía el artículo 40° del Decreto Legislativo
13 y el artículo 36°	 de su Reglamento. Por lo demás, la actual ley de

expropiaciones dispone en su articulo 16.° que: "El valor del bien se determinará
mediante tasación comercial actualizada que será realizada exclusivamente por el
Consejo Nacional de Tasaciones-CONATA", y que "La entrega efectiva y total del
monto de la indemnización justipreciada se efectuará en dinero, una vez transcurrido
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el plazo para la contestación de la demanda o de la contestación de la reconvención,
según corresponda".

26 Ante tal evidencia, es deber del 	 juez de ejecución realizar los apremios
correspondientes para cautelar que	 la sentencia emitida en el proceso de
indemnización justipreciada por la inconstitucional confiscación de que fue objeto la
demandante se realice sin desvirtuarla	 en sus propios términos, siendo que la
Sentencia de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha
21 de marzo de 2007, confirmada por la ejecutoria de la Sala Constitucional y Social
de la Corte Suprema de Justicia de la República, de fecha 23 de abril de 2009,
ordena que la Municipalidad Metropolitana de Lima "cumpla con pagar a favor de
la parte demandante, el equivalente en moneda nacional de la suma de quinientos
dos mil quinientos dólares americanos [5502.500] calculados a la ficha de pago,
por concepto de indemnización justipreciada, por la construcción de la Avenida
Universitaria"; mientras que la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema
establece, como no podía ser de otra manera, "Que si bien es cieno no se ha seguido
el procedimiento expropialorio de acuerdo a lo establecido por la Constitución de
mil novecientos setenta y nueve y el Decreto Legislativo N° 313, Ley General de
Expropiación vigente a la fecha en que se han producido los hechos, no es menos
cierto que, al haberse afectado la propiedad del- act r por razones de necesidad
pública, ha nacido para éste, por equidad, el der cho a reclamar, como lo ha
hecho, la indemnización justipreciada que alude la arta Magna de mil novecientos
setenta y nueve y regulan los artículos 13	 siguientes del referido Decreto
Legislativo, la cual comprende el valor subie 	 o del bien y la reparación de daños
y perjuicios". Así, el Poder Judicial ha r cito una materia que indudablemente
responde a la materialización de lo const ucionalmente exigido: en consecuencia es
deber del juez de ejecución eautel 	 , de oficio, la correcta ejecución de las
sentencias que contienen materias 	 relevantes,	 constitucionalmente,
independientemente de si estas se n producido en el interior de un proceso distinto
al de la libertad, sobre todo si tal corno se puede apreciar del presente caso, la
vulneración del derecho es vi nte, toda vez que no se ha realizado el pago total y
previo de la indemnización justipreciada, y que el monto de la indemnización no
está sujeto a controversia pues no 	 se puede someter e/ pago previo de la
indemnización justipreciada, circunscrito únicamente al valor comercial estipulado
por la CONATA del bien referido en el caso de autos, a un procedimiento de pago

Cde obligaciones patrimoniales, cuya exigibilidad se produce luego de la sentencia
judicial. Una postura que estipule lo contrario vaciaría el contenido explícito de la
obligación al pago previo de la indemnización justipreciada determinada en la
Constitución y en las normas que regulan el procedimiento de expropiación. Por lo
antes expuesto, corresponde estimar la demanda y emitir pronunciamiento conforme
lo dispone el artículo 55° del Código Procesal Constitucional, y dejar a salvo el
derecho de los recurrentes de accionar por el daño que estimen se les haya causado y
por los intereses que hayan podido surgir por la mora en el pago total de la
indemnización justipreciada aquí señalado.
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Por estos fundamentos, consideramos que se debe declarar FUNDADA la demanda de
autos, que deberá ser entendida como una de amparo, y en consecuencia y
ORDENARSE:

1. Que el juez de ejecución del 38° Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia
deLima disponga lo necesario para que la Municipalidad Metropolitana de Lima
consigne el monto de la indemnización justipreciada por efectos de la propiedad
expropiada a los demandantes, ascendente al total del valor en moneda nacional de
US $ 502,500.00 (quinientos dos mil quinientos dólares americanos), descontándose
aquellos montos que ya pudieran haberse consignado por efecto de la ejecución de
las consignaciones parciales aludidas en el fundamento 23 del presente voto.

2 Que la Municipalidad Metropolitana de Lima y el Ministerio Público inicien las
investigaciones pertinentes a efectos de que se e e 	 ne, de ser el caso, la
responsabilidad a que hubiere lugar en torno a los hechos qu provocaron la omisión
detectada.



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

11111111111101111110111111111
EXP N ° 0 140 2010-PC/TC
LIMA
MARIA (JAUDIOSA QUERZOLA
VILLACORTA VDA. DE NEGRON

VOTO DEL MAGISTRADO URVIOLA HANI

Sustento el presente voto en las consideraciones siguientes

I Con fecha 17 de diciembre de 2009, doña María Gaudiosa Querzola Villacona Vda.
de Negrón, por derecho propio y en representación de doña María Georgina Negrón
Muñoz y de don Fernando Negrón Querzola, interpone demanda de cumplimiento
contra el alcalde de la Municipalidad de Lima Metropolitana, don Luis Castañeda
Lossio, para que cumpla con ejecutar el acto administrativo de pago de US$
502,500.00 dispuestos en la sentencia de fecha 23 de abril de 2009.

2. El Juez del Sexto Juzgado Especial en lo Constitucional de la Corte Superior de
Justicia de Lima, mediante resolución de fecha 21 de diciembre de 2009 (fojas 14),
declara improcedente liminarmente la demanda por considerar que el demandante
debe pedir el cumplimiento de lo ordenado en sede judicial. A su turno, la Quinta
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima confirma la apelada por similares
fundamentos.

El inciso 6) del artículo 200° de la Constitución Política del Perú, concordante con
el artículo 66° del Código Procesal Constitucional, establece que el proceso de
cumplimiento procede contra cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar
una norma lega/ o un acto administrativo. En consecuencia, este proceso procede
cuando se ha producido omisión, mora, letargo, inercia o inactividad de un órgano
público para cumplir con un mandato establecido en la ley o un acto administrativo
y siempre que el mandamus satisfaga los requisitos mínimos establecidos en la
Sentencia 00168-2005-PC/TC, emitida por este Tribunal Constitucional y que
constituye precedente vinculante.

4 Considero que el proceso de cumplimiento, debido a su naturaleza jurídica, no
resulta idóneo para pretender la ejecución de lo resuelto en una sentencia judicial,
debido a que el derecho a que se ejecuten las sentencias —que es en concreto la
pretensión del recurrente— exige que los propios órganos judiciales reaccionen de
oficio o a pedido de parte frente a ulteriores actuaciones o comportamientos
enervantes del contenido material de sus decisiones, y que normalmente lo hagan
dentro del propio procedimiento en ejecución de resolución judicial, sin obligar a los
interesados a asumir la carga de un nuevo proceso que resultaría incompatible con la
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EXP N ° 03140 2010-PC/TC
LIMA
MAR/A GAUDIOSA QUERZOLA
V1LLACORTA VDA. DE NEGRÓN

tutela eficaz y oportuna que deben prestar los órganos judiciales. En ese sentido, la
presente demanda debe declararse improcedente, sin perjuicio de dejar a salvo el
derecho de la recurrente para que haga valer la resolución judicial cuyo
cumplimiento exige, acudiendo al propio procedimiento de ejecución de sentencia.
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EXP. N.° 03 140-2010-PC1TC
LIMA
MARÍA CALIMOSA QUERZOLA
VILLACORTA Y OTRO

VOTO DIRIMENTE DEL MAGISTRADO VERGARA GOTELLI

Emito el presente voto en concordancia con la posición de los Jueces Constitucionales
Beaumont Callirgos y Calle Hayen, por las siguientes consideraciones.

En el presente caso la recurrente interpone demanda de cumplimiento con la
finalidad de que la Municipalidad Metropolitana de Lima cumpla con lo dispuesto
en el articulo 125° de la Constitución Política del Perú de 1979, disposición
reproducida en la Constitución Política del Perú de 1993, que establece el pago
p	 . tii de la indemnización justipreciada en caso de expropiación, debiéndosele

/

abona ' en consecuencia la suma total de $ 502,500.00 o su equivalente en moneda
nacio I. conforme a lo dispuesto en la sentencia de fecha 23 de abril de 2009,

ild

emitida por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de
Justicia de la República (Exp. N° 2322-2008).
/ 

RefEre la recurrente que la Municipalidad Metropolitana de Lima, sin
pro edimiento expropiatorio previo, confiscó una extensión de 16,750.00 metros
cuadrados del inmueble de propiedad de la sociedad conyugal formada por Alberto
Negrón Fernández y María Gaudiosa Querzola Villacorta de Negrón, para construir
la : Avenida Universitaria. Señala que ante tal despojo inició un proceso (el 2 de
febrero de 1993) a efectos de exigir el pago por concepto de indemnización,
obteniendo sentencia favorable que dispuso el pago de $ 502,500.00 como
indemnización por los terrenos apropiados de facto.

Las instancias precedentes rechazaron liminarmente la demanda de cumplimiento
considerando que la demandante debía solicitar la ejecución de la sentencia dentro
del mismo proceso judicial.

3 Entonces tenernos que el tema de la alzada trata de un rechazo liminar de la
demanda (ab initio), en las dos instancias (grados) precedentes, lo que significa que
no hay proceso y por lo tanto no existe demandado (emplazado). Por ello cabe
mencionar que si el Superior revoca el auto venido en grado para vincular a quien
todavía no es demandado porque no ha sido emplazado por notificación expresa y
formal, corresponde entonces revocarlo y ordenar al inferior a admitir la demanda a
trámite y correr traslado de ella al demandado. Lo que se pone en conocimiento es
"el recurso interpuesto- y no la demanda, obviamente, mandato que tiene el
propósito de vincular al pretenso demandado con lo que resulte de la intervención
de este tribunal en relación especifica al auto cuestionado. Cabe mencionar que el
artículo 47° del Código Procesal Constitucional es copia del artículo 427° del
Código Procesal Civil que en su parte final dice: ",Si la resolución que declara la
improcedencia Mese apelada, el Juez pondrá en conocimiento del demandado el
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recurso interpuesto. La resolución superior que resuelva en definitiva la
improcedencia, produce efectos para ambas partes.", numeral que precisamente
corresponde al rechazo in limine de la demanda y las posibilidades que señala para
el superior (confirmar o revocar el auto apelado).

4. Es por ello que al concedérsele al actor el recurso extraordinario de agravio
constitucional, el principio de limitación aplicable a toda la actividad recursiva le
impone en este caso al Tribunal Constitucional (Tribunal de alzada) la limitación de
sólo referirse al tema del cuestionamiento a través del recurso de agravio
constitucional, y nada más. Por ello es que el recurso de apelación concedido y
notificado al que debería ser considerado demandado, si la sala superior revoca el
auto cuestionado, produce efectos para ambas partes.

Por ci rto es pues que si el Superior revoca el auto venido en grado, para vincular a1
quien todavía no es demandado, tiene que ponérsele en su conocimiento "el recurso
interp esto" y no la demanda, obviamente.

6. En atbnción a lo señalado se concluye en que es materia de la alzada el
pronuínciamiento por este Tribunal del rechazo liminar, estando en facultad sólo
para bronunciarse por la confirmatoria del auto recurrido o por su revocatoria; sin
embargo este colegiado ha venido considerando que excepcionalmente podría
ingrasar al fondo, para darle la razón al demandante, en casos de suma urgencia
cuando se verifique la existencia de situaciones de hecho que exijan la tutela
urgeMe, es decir cuando se evidencie estado de salud grave o edad avanzada del
dentandante.

7 En el presente caso se aprecia que la recurrente interpone demanda constitucional de
cumplimiento con la finalidad de que se ejecute una sentencia judicial que dispuso
el pago de $ 502,500.00 dólares americanos. El artículo 60° del Código Procesa/
Constitucional establece que "Es. objeto de/proceso de cumplimiento ordenar que el
funcionario o autoridad pública renuente:

Dé cumplimiento a una norma legal o ejecute un acto administrativo .firme: o

Se pronuncie expresamente cuando las normas legales le ordenan emitir una
resolución administrativa o dictar un reglamento.-

8. Es así que se observa que la pretensión de la actora no se encuentra en ninguno de
los dos supuestos expresados en la norma, por lo que correspondería la
desestimatoria de la demanda por improcedente. No obstante ello apreciamos
cuestiones singulares que hacen necesario un pronunciamiento de emergencia por
parte de este Colegiado, puesto que i) La recurrente -propietaria del inmueble que le
fue despojado sin procedimiento expropiatorio previo- tiene más de 80 años de
edad, debiéndose además tener en cuenta que su esposo -también propietario del
inmueble referido- ha fallecido en el transcurso del reclamo del pago de la
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indemnización justipreciada: ii) El reclamo del pago del justiprecio data del año
1993, encontrándose por mas 18 años esperando el pago que debió de realizarse por
la expropiación que no realizó la Municipalidad Metropolitana de Lima; y iii) la
demora en la resolución del caso podría traer consecuencias irreparables en atención
a la edad de ambos propietarios, uno ha fallecido. Además cabe señalar que la
Municipalidad Metropolitana de Lima tiene conocimiento del fondo de la
controversia, puesto que a través del Oficio N° 579-2010-MML/GF-PPM ADHOC
ADJ, de fecha 01 de diciembre de 2010, informó al Tribunal que viene cumpliendo
con efectuar los pagos mensuales parciales vía consignación bancaria por la suma
de ,S(,-23,869.00 mensuales desde el mes de enero de 2010. En tal sentido se
e4dencia que la Municipalidad emplazada conoce perfectamente las razones de la
interposición-1 de la demanda, ha participado activamente en el proceso civil
indemnizatorio y ha señalado expresamente que está cumpliendo de manera parcial
con el pago que le corresponde a la señora demandante.

9 Es así que conforme se ha expuesto en el fundamento anterior estarnos ante un caso
singular que amerita atención por parte de este colegiado, puesto que lo contraria
implicaría Ser formalista a ultranza, siendo indiferente con una situación que ha
afectado el:derecho de propiedad de la recurrente. Siendo ello así y pese al error en
el que ha incurrido la recurrente al interponer una demanda de cumplimiento y no ir
a la ejecución de la sentencia firme expedida en el proceso indemnizatorio de su
referencia, corresponde analizar su pretensión pero dentro de los parámetros del
proceso de amparo, a efectos de tutelar los derechos de la recurrente. Claro está que
resulta necesario que se verifique los presupuestos respetivos para el proceso de
amparo, habiéndose verificado dichas exigencias en el voto de los jueces
constitucionales Bcaumont Callirgos y Calle Hayen.

Revisado así lo actuado encuentro que en proceso ordinario se acreditó que la
recurrente fue despojada de su propiedad sin que se realizara procedimiento
expropiatorio alguno, habiendo como consecuencia de ello dispuesto el pago a la
recurrente de la suma de $ 502,500.00. Asimismo se aprecia que la Municipalidad
emplazada, con pleno conocimiento de las circunstancias en que se llevó la
expropiación y sin tener en cuenta la edad de la recurrente, lejos de programar el
pago total, ha programado --conforme ella misma lo expresa en el Oficio N° 2010-
1298-MML-GF, cursado a este Tribunal (fojas 41 del cuadernillo del Tribunal
Constitucional)— pagos parciales de Si. 23,869.00, lo que implica que la recurrente
pese a no haber recibido el pago respectivo por el justiprecio y haber tenido que
recurrir a un largo proceso ordinario que ha durado varios años, ahora tendría que
esperar varios años más para que la municipalidad emplazada le cancele el pago
señalado por sentencia judicial, que debe ser total y debiera ser oportuno.

Finalmente cabe expresar que Municipalidad emplazada ha presentado a esta sede
un escrito de fecha 12 de julio de 2011, en el que expresa propiamente que viene
cumpliendo la sentencia judicial que dispuso el pago de $ 502,500.00 dólares
americanos, señalando que tal cumplimiento lo viene realizando conforme lo
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establece la Ley N' 28411, Ley del Sistema Nacional de Presupuesto, razón por la
que considera que no ha realizado maniobras dilatorias ante las instancias de
mento del Poder Judicial (sic). Respecto a dicha alegación debo expresar mi
sorpresa por tal argumento puesto que la emplazada debiera tener en cuenta que la
recurrente no necesitaba interponer una nueva demanda a efectos de que se le
otorgara el pago por concepto de indemnización justipreciada, puesto que ello era
una obligación de la municipalidad demandada por haber realizado un acto
expropialorio respecto de la propiedad de la recurrente. Por ende y teniendo en
cuenta que la recurrente ha tenido no solo que interponer una demanda en la vía
ordinaria a efecto de que la municipalidad emplazada cumpla con el pago que no
cumplió en el proceso indemnizatorio sino que ha tenido que recurrir a la sede
constitucional para que vea cancelado el pago de la indemnización justipreciada.
Por ende la entidad edil no puede dar un tratamiento extremadamente formalista
para cumplir con un pago que ni siquiera necesitó de un pronunciamiento judicial
puesto que la municipalidad se encontraba obligada a pagar el justiprecio antes de la
apropiación de los terrenos materia del conflicto a la recurrente y a su esposo.

12. Por tanto considero que no solo se ha demostrado el proceder inconstitucional y
abusivo por parte de la municipalidad emplazada al afectar el derecho de propiedad
de la recurrente sin cumplir con el pago del justiprecio previo y total, conforme se
señala en el Decretó Legislativo N° 313 (vigente en dicha fecha). sino que se
aprecia el accionar indiferente de la municipalidad emplazada ante la situación
particular de la demandante, razón por la que corresponde disponer que el juez del
38° Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima ejecute su decisión con
los apremios necesarios a efectos de que la recurrente pueda ver satisfecha su
pretensión de pago total, por concepto de indemnización por el despojo anotado.
Claro está que se ha de descontar los abonos hasta hoy realizados por la
municipalidad emplazada.

Por lo expuesto y encontrándome de acuerdo con lo expresado por los jueces
constitucionales Beaumont C:allirgos y Calle Hayen, corresponde declarar
FUNDADA la demanda de convertida a amparo, correspondiendo que el Juez del
38° Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima ejecute su decisión con
los apremios necesarios a efectos de que se realice el pago total por concepto de
indemnización por el despojo que se realizó sin el procedimiento expropiatorio
establecido, debiéndose deducir los montos ya cancelados por el ente edil.
Asimismo disponer que la Municipalidad Metropolitana de Lima y el Ministerio
Publico inicien las investigaciones pertinentes a efectos de que se d	 de ser
el caso, la responsabilidad die los actos que han perjudicado a la

Sr.
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